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Honorable Cámara de Diputados
Provincia de Buenos Aires


PROYECTO DE LEY




LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONA CON FUERZA DE 




LEY

Artículo 1°: Establécese la obligatoriedad, en todas las inmobiliarias de la provincia, de exhibir en sus vidrieras, o lugar visible de sus oficinas donde se lleve adelante la explotación con fines inmobiliarios, el monto de las tasas retributivas por servicios registrales. La obligatoriedad comprende los pedidos de informe de dominio, informe de inhibición e informe de frecuencia de título de garantía y sus titulares, informe del índice de titulares de dominio, como cualquier otro que sea solicitado habitualmente para operaciones de alquileres y/o compraventa de inmuebles.
Artículo 2°.- La violación de esta disposición facultará al propietario, locador, locatario y/o cualquier otra persona que realice operaciones inmobiliarias, a solicitar el reintegro de las sumas pagadas en exceso, debidamente actualizadas. De requerirse actuaciones judiciales por tal motivo, las costas serán soportadas por la inmobiliaria que incurrió en la omisión que dispone esta ley.

Artículo 3°: El locatario, locador, comprador o vendedor podrá optar por gestionar por su cuenta los pedidos de informe, o bien preferir que los realice la inmobiliaria, no pudiendo ésta cobrar una comisión por la gestión de los mismos, ya que dicha gestión quedará comprendida dentro de la comisión que cobra la inmobiliaria por la operación total.
Artículo 4°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.


FUNDAMENTOS

Durante esta ultima década el Gobierno Nacional que conducido por la Dra. Cristina Fernández de Kirchner y por el ex Presidente Nestor Kirchner vienen procurando a través de distintas políticas públicas la protección de consumidores y usuarios tutelando la relación de consumo, de bienes y servicios, el derecho a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos, información adecuada y veraz, libertad de elección, y  condiciones de trato equitativo y digno, entre las más importantes.
En consonancia con las políticas que viene desarrollando el Gobierno Nacional, este proyecto tiene por objeto combatir a los poderes concentrados asegurando relaciones mercantiles donde prevalezca el equilibrio del mercado, la equidad y la justicia social. De esta manera se intenta limitar la potestad desmesurada de las inmobiliarias a la hora de realizar las contrataciones con particulares estableciendo la opción a favor de los que con ellas contratan  otorgándoles la posibilidad de decidir optar por realizar la gestión por cuenta propia en  Registros Provinciales de  Propiedad Inmueble.
A partir de las decisiones políticas del Estado Nacional, La Provincia de Buenos Aires establece como prioridad  proteger y tutelar a los consumidores y usuarios que muchas veces son sometidos ante situaciones de consumo dispares. Para ello el presente proyecto tiene como objetivo establecer la obligación de las inmobiliarias de exhibir, de manera visible hacia sus clientes, el monto de las tasas retributivas  o aranceles por servicios registrales indicadas por el Registro de Propiedad de la Provincia.
En uno de sus aspectos principales, esta iniciativa de ley busca asegurar que el ciudadano disponga de la información adecuada de que bienes y servicios son ofrecidos, antes de efectuar su operación comercial, y que dicha información se corresponda con lo realmente suministrado. La normativa comprende los pedidos de informe de dominio, informe de inhibición, informe de frecuencia del título de garantía y sus titulares, informe del índice de titulares de dominio, así como cualquier otro que sea solicitado habitualmente para realizar operaciones inmobiliarias como contratos locación, o compra y venta de inmuebles.
En consonancia con las políticas que viene desarrollando el Gobierno Nacional, este proyecto tiene por objeto combatir a los poderes concentrados asegurando relaciones mercantiles donde prevalezca el equilibrio del mercado, la equidad y la justicia social. De esta manera se intenta limitar la potestad desmesurada de las inmobiliarias a la hora de realizar las contrataciones con particulares estableciendo la opción a favor de los que con ellas contratan  otorgándoles la posibilidad de decidir optar por realizar la gestión por cuenta propia en  Registros Provinciales de  Propiedad Inmueble.
Estado Nacional promovió la publicidad y transparencia de los gastos administrativos en el programa Pro.Cre.Auto. para evitar abusos y para que los usuarios pudieran sacar la cuenta completa de la operación en la que se están embarcando. Para ello se obligó a los concesionarios a difundir los gastos administrativos que implica la compra de cada uno de los autos disponibles. En la misma línea se persiguen los similares objetivos con los clientes inmobiliarios, a fin de evitar abusos y que quienes necesitan realizar operaciones inmobiliarias tengan pleno conocimiento de los gastos reales que deben enfrentar como también la posibilidad de gestionarlos por sí mismos.
Recientemente a instancias del  Poder Ejecutivo,  el Congreso Nacional  sancionó  un paquete de normas que aseguren el equilibrio en las contrataciones y en las relaciones mercantiles con el objetivo de establecer  procedimientos para la prevención y solución de conflictos,  marcos regulatorios de los servicios públicos, la participación de asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.
Los antecedentes normativos que se mencionan a continuación vienen a complementar la ley 24.240, conocida como Ley de Defensa de Consumidores y Usuarios, en la jurisdicción nacional  y la ley 13.133 en la Provincia de Buenos Aires.  La Ley 26.991 conocida como Ley de Abastecimientos, la Ley 26.992 que establece la creación del Observatorio de Precios y la Ley 26.993 que crea el Sistema de Resolución de Conflictos en Relaciones de Consumo que en el ámbito de la Secretaría de Comercio del Ministerio de Economía de la Nación se procuran intermediar a favor de consumidores y usuarios.
En el ámbito de la provincia de Buenos Aires se vienen impulsando políticas en consonancia con los lineamientos nacionales. La ley 13.133 conocida como Código Provincial de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usuarios y su modificatoria, la Ley 14.514 procuran la defensa de consumidores y usuarios y establecen mecanismos para acudir a organismos jurisdiccionales frente a situaciones que vean vulnerados sus derechos. 
Las  leyes Nacionales y Provinciales  que se enumeraron precedentemente cumplen con la manda Constitucional Nacional y Provincial consagrada en los artículos 42 y 38 respectivamente de establecer procedimientos especiales para la prevención, solución de conflictos y los marcos regulatorios. 
Por todo lo expuesto, solicito a mis pares que acompañen con su voto el presente proyecto de ley.
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